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MARCO JURIDICO DESPLAZADOS EN COLOMBIA 
• LEY 387 DE 1997 
Objeto: "por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento 
forzado; la atención protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los 
desplazados internos por la violencia en la República de Colombia". 
Fecha: 18 de julio de 1997 
Art. 1° ley 387 de 1997: ¿Quién es desplazado? Es desplazado toda persona que 
se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad 
de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad 
física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran 
directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: 
Conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, 
violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que 
puedan alterar o alteren drásticamente el orden público. 
Art. 15 Ley 418 de 1997. Víctimas de hechos violentos que se susciten en el 
marco del conflicto armado interno: aquellas personas de la población civil que 
sufren perjuicios en su vida, grave deterioro en su integridad personal y/o bienes, por 
razón de actos que se susciten en el marco del conflicto armado interno, tales como 
atentados terroristas, combates, ataques y masacres entre otros. 
Parágrafo. En caso de duda, el representante legal de la Red de Solidaridad Social 
de la Presidencia de la República determinará si son o no aplicables las medidas a 
que se refiere el presente título. 
Art. 2° Decreto 2569 de 2000 DE LA CONDICION DE DESPLAZADO. Es 
desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio 
nacional, abandonando su localidad de residencia o actividades económicas 
habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales 
han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de 
cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado interno, disturbios y 
tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos 
Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario u otras circunstancias 
emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente 
el orden público. 
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Art. 2° ley 387 de 1997 Principios de la ley 
Derechos de los desplazados: 
• A solicitar y recibir ayuda internacional y ello genera un derecho correlativo de la 
comunidad internacional para brindar la ayuda humanitaria. 
• derechos civiles fundamentales reconocidos internacionalmente. 
• A no ser discriminados por su condición social de desplazados, motivo de raza, 
religión! opinión pública, lugar de origen o incapacidad física. 
• La familia del desplazado forzado deberá beneficiarse del derecho fundamental 
de reunificación familiar. 
• A acceder a soluciones definitivas a su situación. 
• Tiene derecho al regreso a su lugar de origen. 
• Los colombianos tienen derecho a no ser desplazados forzad amente. 
• Tienen el derecho a que su libertad de movimiento no sea sujeta a más 
restricciones que las previstas en la ley. 
Deberes del Estado 
• Propiciar las condiciones que faciliten la convivencia entre los colombianos la 
equidad y la justicia social 
• Art. 3°: Es responsabilidad del Estado colombiano formular las políticas y adoptar 
las medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, 
protección y consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados 
internos por la violencia. 
Sistema nacional de atención integral a la población desplazada por la 
violencia. 
Objetivos art. 4° ley 387 de 1997 
• Atender de manera integral a la población desplazada por la violencia. 
• Lograr su reincorporación a la sociedad colombiana. 
• Neutralizar y mitigar los efectos de los procesos y dinámicas de violencia que 
provocan el desplazamiento 
• Promoción y protección de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 
Humanitario. 
• Integrar los esfuerzos públicos y privados para la adecuada prevención y atención 
de las situaciones de desplazamiento forzado por la violencia. 
• Garantizar un manejo oportuno y eficiente de todos los recursos humanos, 
técnicos, administrativos y económicos que sean indispensables para la 
prevención y atención de las situaciones que se presenten por causa del 
desplazamiento forzado por la violencia. 
Lo anterior se desarrollará con el Plan Nacional para la Atención Integral a la 
población desplazada por la violencia. 
Constitución Art. 5° ley 387 de 1997. El sistema estará constituido por el conjunto 
de entidades públicas, privadas y comunitarias. 
Finalidad realizar planes, programas, proyectos y acciones específicas, tendientes a 
la atención integral de la población desplazada. 
Creación del Consejo Nacional para la Atención Integral a la Población 
Desplazada por la Violencia Art. 6°. Función: órgano consultivo y asesor, 
encargado de formular la política y garantizar la asignación presupuesta! de los 
programas que las entidades responsables del funcionamiento del Sistema Nacional 
de atención integral a la población desplazada por la violencia, tienen a su cargo. 
Integración del Consejo Nacional 
• Un delegado del Presidente de la República, quien lo presidirá 
• El Consejero Presidencial para los Desplazados, o quien haga sus veces 
• Los Ministros del Interior, de Hacienda y Crédito Público, de Defensa Nacional, 
de Salud, de Agricultura y Desarrollo Rural y de Desarrollo Económico. (podrán 
delegar estas funciones a los viceministros o secretarios generales, el mindefensa 
podrá delegar al Comandante de las FFMM) 
• El Director del Departamento Nacional de Planeación (podrá delegar al 
subdirector) 
• El Defensor del Pueblo 
• El Consejero Presidencial para los Derechos Humanos, o quien haga sus veces 
• El Consejero Presidencial para la Política Social, o quien haga sus veces 
• El Gerente de la Red de Solidaridad Social o quien haga sus veces, (podrá 
delegar al subgerente) 
• El Alto Comisionado para la Paz, o quien haga sus veces. 
Secretaría Técnica: La ejercerá el Director de la Dirección General Unidad 
Administrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior. 
Comités municipales, distritales y departamentales Art. 7° ley 387 de 1997 
Función: prestar apoyo y brindar colaboración al Sistema Nacional de Atención 
Integral a la Población Desplazada por la Violencia. 
Integración de los comités 
• El Gobernador o el Alcalde, o quien haga sus veces, quien lo presidirá. 
• El Comandante de Brigada o su delegado. 
• El Comandante de la Policía Nacional en la respectiva jurisdicción o su delegado. 
• El Director del Servicio Secciona! de Salud o el Jefe de la respectiva Unidad de 
• Salud, según el caso. 
• Director Regional, Coordinador del Centro Zonal o el Director de Agencia en los 
nuevos departamentos, del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 
• Un representante de la Cruz Roja Colombiana. 
• Un representante de la Defensa Civil. 
• Un representante de las iglesias. 
• Dos representantes de la Población Desplazada. 
• El Ministerio del Interior o cualquier entidad del orden nacional, miembro del 
Consejo Nacional puede, para efectos de coordinar la ejecución de las acciones 
y/o prestar apoyo técnico en cualquiera de las áreas de intervención, asistir a las 
sesiones de dichos comités. 
• Cuando el desplazamiento se produzca en poblaciones, veredas o corregimientos 
en donde no puedan convocarse todos los anteriores miembros, el Comité podrá 
sesionar con la primera autoridad política del lugar inspector de policía o quien 
haga sus veces, el representante de los desplazados y/o el representante de las 
Iglesias, de la Fuerza Pública y de la Policía Nacional. 
• En aquellos municipios o distritos donde se presenten situaciones de 
desplazamiento provocadas por la violencia, será obligación de los alcaldes 
convocar de emergencia los comités municipales y distritales para la Atención 
Integral de la Población Desplazada. Será causal de mala conducta omitir el 
cumplimiento de esta disposición. 
Acciones de prevención de los comités municipales Art.8° ley 387 de 1997. 
Acciones jurídicas. Los miembros del comité municipal deberán orientar a las 
comunidades que puedan verse afectadas por un hecho de desplazamiento, en la 
solución, por vías jurídicas e institucionales, de los conflictos que puedan generar tal 
situación. Así mismo, analizarán la viabilidad de las acciones jurídicas y 
recomendarán o decidirán la interposición oportuna de los recursos constitucionales 
o legales pertinentes que permitan minimizar o erradicar procesos embrionarios de 
persecución o violencia. 
Los miembros del comité municipal tratarán de prevenir los procesos embrionarios de 
desplazamiento proponiendo mecanismos alternativos de solución de conflictos 
(conciliación, mediación, transacción). 
Acciones asistenciales. Los miembros del comité municipal deberán evaluar las 
necesidades insatisfechas de las personas o comunidades que eventualmente 
puedan precipitar un proceso de desplazamiento forzado. Deberán, con base en 
dicha evaluación, tomar las medidas asistenciales del caso. 
CREACION DE LOS COMITES ART. 29° decreto 2569 de 2000.. Los alcaldes 
municipales, distritales y los gobernadores, crearán los Comités para la Atención 
Integral a la Población Desplazada por la Violencia, en los términos y para los fines 
previstos en el Art. 7°. de la Ley 387 de 1997 y el presente decreto. 
CONVOCATORIA DE LOS COMITES ART. 30°. decreto 2569 de 2000. Los Comités 
Municipales, Distritales y Departamentales para la Atención Integral a la Población 
Desplazada por la Violencia, deberán ser convocados en los siguientes eventos: 
• Cuando exista amenaza inminente de desplazamiento. 
• Cuando exista desplazamiento dentro de la misma entidad territorial o hacia una 
distinta. 
• Cuando se produzcan desplazamientos masivos, entendido como tal, el 
desplazamiento conjunto de diez (10) o más familias o de cincuenta (50) o más 
personas. 
• Cuando se produzca en una entidad territorial la recepción de población 
desplazada. 
• En los eventos anteriores la primera autoridad civil del lugar deberá convocar al 
Comité Municipal, Distrital o Departamental de la zona en forma inmediata, en un 
lapso no superior a las cuarenta y ocho (48) siguientes a la ocurrencia de los 
hechos que dan lugar a la convocatoria, comunicando tal decisión a la Red de 
Solidaridad Social, con el fin de adoptar las medidas a que hubiere lugar en 
materia de prevención, emergencia, asentamiento temporal, protección de 
población vulnerada e inicio de trámites para la inclusión en el Registro Unico de 
Población Desplazada. El incumplimiento de esta obligación legal será objeto de 
investigación disciplinaria. 
• Cuando no haya sido posible reunir el Comité correspondiente y hayan 
transcurrido más de cuarenta y ocho (48) horas, los delegados de la Red de 
Solidaridad Social podrán convocar la reunión del Comité y actuar válidamente 
con tres de sus miembros. Igualmente, darán noticia ante la autoridad competente 
sobre los motivos por los cuales no se reunió el Comité, a fin de que se adelanten 
las investigaciones disciplinarias a que hubiere lugar. 
FUNCIONES DE LOS COMITES MUNICIPALES, DISTRITALES Y 
DEPARTAMENTALES PARA LA PREVENCION DEL DESPLAZAMIENTO 
FORZADO Y LA ATENCION INTEGRAL A LA POBLACION DESPLAZADA POR 
LA VIOLENCIA ART. 31° decreto 2569 de 2000 .. En ejecución de las acciones 
jurídicas y asistenciales que les atribuye la Ley 387/97, los Comités Municipales, 
Distritales y Departamentales para la Prevención del Desplazamiento Forzado y la 
Atención Integral de la Población Desplazada por la Violencia, desarrollarán 
funciones en prevención del desplazamiento forzado y en atención integral de la 
población desplazada. 
FUNCIONES DE LOS COMITES EN PREVENCION DEL DESPLAZAMIENTO 
FORZADO ART. 32°. decreto 2569 de 2000. Son funciones preventivas de los 
Comités en materia de desplazamiento forzado, entre otras, las siguientes: 
• Recopilar información y evaluar constantemente los hechos que constituyan o 
puedan llegar a constituir situaciones generadoras de desplazamiento. 
• Estimular la constitución de grupos de trabajo para la prevención y anticipación de 
los riesgos que puedan generar el desplazamiento. 
• Promover e impulsar sistemas de alerta temprana, en coordinación con 
instituciones gubernamentales y no gubernamentales. 
• Adelantar las acciones jurídicas que permitan minimizar o erradicar las 
situaciones de desplazamiento. 
• Velar porque se brinde la protección militar y policiva necesaria en las zonas o a 
las poblaciones amenazadas de hechos violentos generadores de 
desplazamiento. 
• Solicitar el concurso de las autoridades nacionales, departamentales y locales 
competentes, para la atención oportuna y prevención o atención a situaciones 
susceptibles de generar un desplazamiento. 
• Contribuir al fortalecimiento del desarrollo integral y sostenible de las zonas 
expulsoras y receptoras de población desplazada, a partir de la puesta en marcha 
de los programas de desarrollo social adelantados por el Estado, o la 
participación en los mismos. 
FUNCIONES DE LOS COMITES EN ATENCION INTEGRAL DE LA POBLACION 
DESPLAZADA ART. 33° decreto 2569 de 2000. Son funciones de los Comités en 
atención integral de la población desplazada, entre otras, las siguientes: 
Recolectar, en los desplazamientos masivos, la información de la población 
desplazada e iniciar los trámites para su inscripción en el Registro Unico de 
Población Desplazada. 
Coordinar y adoptar medidas de ayuda humanitaria de emergencia, tendientes a 
aliviar las necesidades más urgentes de la población desplazada. 
Velar por la idónea conducta de los funcionarios públicos o de toda organización o 
persona que participe en el manejo de la ayuda humanitaria. 
Preparar el plan de contingencia en el que se incluyan las partidas presupuestales 
necesarias para la prevención, atención integral y protección de la población 
desplazada por la violencia. Dicho plan de contingencia debe ser revisado cada seis 
(6) meses, salvo que las circunstancias impongan una revisión anterior. 
Preparar los informes sobre las acciones que se han emprendido y su resultado; los 
recursos disponibles y los solicitados a las autoridades locales, regionales y 
nacionales; las necesidades de formación y capacitación del personal necesario para 
brindar asistencia y protección a los que se encuentran en la condición de 
desplazados. 
Coordinar y llevar a cabo procesos de retorno voluntario o reubicación en 
condiciones dignas y seguras. 
Diseñar y poner en marcha programas y proyectos encaminados hacia la atención 
integral de la población desplazada por la violencia, conducentes al logro de la 
estabilización socioeconómica de esta población. 
Evaluar cada seis (6) meses las condiciones de estabilización y consolidación 
socioeconómicas de los desplazados que hayan retornado a sus lugares de origen o 
que hayan sido reubicados. Con base en esta información la Red de Solidaridad 
Social, revisará en cada caso la cesación de condición de desplazado, en los 
términos del presente decreto. 
Vel~r por que las autoridades, en especial las militares y policivas, brinden a la 
población desplazada la protección requerida durante todas las etapas del 
desplazamiento, y en los procesos de asentamiento temporal, retorno voluntario o 
reubicación. 
Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la 
Violencia 
Diseño del Plan Art. 9°. ley 387 de 1997 El Gobierno Nacional diseñará el Plan 
Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia el cual, 
una vez aprobado por el Consejo Nacional, será adoptado mediante decreto. 
Decreto 1763 de 1998 Finalidad del plan: El presente plan , cuyo propósito 
fundamental es articular la acción gubernamental en el orden nacional y territorial , 
formula, en el marco de los principios y objetivos definidos por la Ley 387, las 
acciones que el Gobierno Nacional ejecutará en materia de prevención del 
desplazamiento, de atención humanitaria de emergencia y de consolidación y 
estabilización socioeconómica en la perspectiva del retorno voluntario o la 
reubicación de la población desplazada por la violencia. Así mismo, determina las 
entidades responsables en las distintas estrategias de intervención. 
Decreto 1763 de 1998 Estrategias: Comprende el conjunto de programas, proyectos 
y acciones que ejecutarán las entidades gubernamentales y estatales, en 
coordinación con los entes territoriales y la sociedad civil , con el propósito de 
desarticular o neutralizar la acción de los múltiples actores y procesos de violencia 
que generan el desplazamiento y presentar alternativas eficaces de protección a la 
vida, la integridad y libertad personales de la población civil respecto a las 
situaciones del conflicto armado y la violencia generalizada. El concepto de 
prevención también comprende la promoción de los derechos humanos y el DI H. 
Decreto 1763 de 1998 Coordinación: por la Dirección General Unidad 
Administrativa Especial para la Protección de los Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior, con el apoyo de las Consejerías Presidenciales para los Desplazados y 
para los Derechos Humanos, el Programa Presidencial para la Defensa de la 
Libertad Personal, la Oficina del Alto Comisionado para la Paz de la Presidencia de 
la República , la Defensoría del Pueblo y los comités departamentales, municipales y 
distritales. 
Las acciones comprendidas en esta estrategia serán financiadas con recursos 
propios de cada entidad, del Fondo Nacional para la Atención a la Población 
Desplazada, del Fondo Nacional de Paz y de los entes territoriales. 
Objetivos del Plan Art. 1 O ley 387 de 1997. 
• Elaborar diagnósticos de las causas y agentes que generan el desplazamiento 
por la violencia, y de las consecuencias sociales económicas jurídicas y políticas 
que ello genere. 
• Diseñar y adoptar medidas sociales, económicas, jurídicas, políticas y de 
seguridad, orientadas a la prevención y superación de las causas que generan el 
desplazamiento forzado. 
• Adoptar medidas de atención humanitaria de emergencia a la población 
desplazada. 
• Crear y aplicar mecanismos que brinden asistencia legal y jurídica a la población 
desplazada para garantizar la investigación de los hechos, la restitución de los 
derechos vulnerados y la defensa de los bienes afectados. 
• Diseñar y adoptar medidas que garanticen a la población desplazada su acceso a 
planes, programas y proyectos integrales de desarrollo urbano y rural. 
• Adoptar las medidas necesarias que posibiliten el retorno voluntario de la 
población desplazada a su zona de origen o su reubicación en nuevas zonas de 
asentamiento. 
• Brindar atención especial a las mujeres y niños, preferencialmente a las viudas, 
mujeres cabeza de familia y huérfanos. 
• Garantizar atención especial a las comunidades negras e indígenas sometidas al 
desplazamiento en correspondencia con sus usos y costumbres, y propiciando el 
retomo a sus territorios, y 
• Las demás acciones que el Consejo Nacional considere necesarias. 
Art. 6° ley 418 de 1997. En la parte general del plan nacional de desarrollo y en los 
que adopten las entidades territoriales se señalarán con precisión las metas, 
prioridades y políticas macroeconómicas dirigidas a lograr un desarrollo social 
equitativo y a integrar a las regiones de colonización, o tradicionalmente marginadas 
o en las que la presencia estatal resulta insuficiente para el cumplimiento de los fines 
previstos en el Art. 2° de la Constitución Política con el objeto de propender por el 
logro de la convivencia, dentro de un orden justo, democrático y pacífico. 
Líneas de acción y entidades responsables: 
Política 
Objeto: Comprende acciones tendientes a prop1c1ar una cultura preventiva del 
desplazamiento a través de los planes de desarrollo regional y local y de los 
programas sociales que las entidades nacionales ejecutan, con el propósito de lograr 
un desarrollo integral sostenible. 
Así mismo, comprende acciones tendientes a propiciar o fortalecer iniciativas 
ciudadanas o institucionales de paz, neutralidad activa frente al conflicto, convivencia 
democrática, cabildos por la paz, entre otras. En estos espacios la participación de 
las mujeres es fundamental para garantizar que sus necesidades sean tenidas en 
cuenta. 
También, se auspiciarán acciones que tiendan a desarrollar procesos de distensión 
entre las Partes del conflicto y posibiliten, mediante acuerdos especiales, poner en 
vigor la totalidad o parte de las disposiciones y normativas humanitarias, de acuerdo 
con lo dispuesto en el Art. 3° común a los Convenios de Ginebra de 1949, de tal 
manera que se garantice la protección de la población civil. 
Diseño y Ejecución: la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, la Red de 
Solidaridad Social, el Ministerio de Educación, el Ministerio de Salud, el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF, la Oficina de Mujer Rural y la Dirección de 
Desarrollo Social del Ministerio de Agricultura, el lncora, la Caja Agraria, el Servicio 
Nacional de Aprendizaje, SENA, y el lnurbe. La Defensoría del Pueblo se vinculará a 
estas acciones a partir de sus propios programas que desarrolla en cumplimiento de 
sus facultades constitucionales y legales. 
Comunicación 
Objeto: Comprende acciones de difusión a través de los medios masivos de 
comunicación, las emisoras comunitarias, impresos, videos y otros medios 
alternativos, con el propósito de sensibilizar a las autoridades locales, líderes 
sociales y comunitarios, actores del conflicto y población civil en general, en relación 
con el respeto de los derechos humanos, la aplicación de las normas humanitarias y 
la problemática del desplazamiento forzado. 
Diseño y Ejecución Oficina del Alto Comisionado para la Paz de la Presidencia de 
la República, la Oficina de Mujer Rural del Ministerio de Agricultura, el Ministerio de 
Educación, la Cruz Roja Colombiana y la Comisión Nacional de Televisión. La 
Defensoría del Pueblo se vinculará a estas acciones a partir de sus propios 
programas de difusión. 
Pedagógica 
Objeto: Comprende acciones de formación y capacitación a través del sistema de 
educación formal y no formal en derechos humanos, DIH, resolución democrática de 
conflictos, problemática del desplazamiento forzado, reconocimiento y respeto a la 
diferencia. Así mismo, comprende la realización de foros, talleres, mesas de trabajo, 
cabildos por la paz y la producción de material didáctico de apoyo, dirigidos a las 
autoridades civiles, militares y de policía, líderes sociales y comunitarios, actores del 
conflicto y población civil en general. 
Diseño y Ejecución: Ministerio de Educación, la Oficina del Alto Comisionado para 
la Paz de la Presidencia de la República, la Oficina de Mujer Rural del Ministerio de 
Agricultura y la Cruz Roja Colombiana. La Defensoría del Pueblo se vinculará a estas 
acciones a partir de sus propios programas. 
Investigación 
Objeto: Comprende acciones tendientes a identificar los factores y actores violentos 
que generan el desplazamiento, sus áreas de influencia, sus dinámicas, el contexto 
sociopolítico de las regiones, con el propósito de determinar las zonas y poblaciones 
en riesgo, de expulsión o llegada y recomendar alternativas de acción y atención 
integral. 
También incluye acciones tendientes a precisar la dimensión cuantitativa y cualitativa 
tanto local y regional, como nacional del desplazamiento y de fortalecimiento y 
desarrollo de la Red Nacional de Información y del Observatorio del Desplazamiento, 
de tal manera que permitan diseñar acciones preventivas y de atención. 
Es necesario que las investigaciones y estudios identifiquen diferencialmente los 
niveles de vulnerabilidad de la población civil, teniendo en cuenta las condiciones de 
género, edad, grupo social y étnico, para garantizar mayor efectividad en las 
acciones de prevención y atención. 
Diseño y Ejecución: la Consejería Presidencial para los Desplazados, la Dirección 
General Unidad Administrativa Especial para la Protección de los Derechos 
Humanos del Ministerio del Interior, el Observatorio del Desplazamiento Interno por 
la Violencia, la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, la Oficina de Mujer Rural 
del Ministerio de Agricultura, la Red Nacional para la Protección de los Derechos 
Humanos, la Red Nacional de Información sobre el Desplazamiento, el Ministerio de 
Educación Nacional, el lncora, el Departamento Nacional de Planeación, DNP, y el 
Ministerio Público. Los centros de investigación públicos o privados y las ONG 
podrán diseñar estudios e investigaciones específicas y presentarlas a Colciencias 
para su financiación. 
Distensión 
Objeto: Comprende acciones tendientes a la creación de espacios para el diálogo y 
la concertación, el uso de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, 
programas interinstitucionales para la neutralidad, con el fin de lograr acuerdos de 
convivencia pacífica y de cumplimiento total o parcial entre las partes de las normas 
del DIH. 
Diseño y Ejecución: la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, la Red de 
Solidaridad Social, la Oficina de Mujer Rural del Ministerio de Agricultura, el 
Ministerio de Educación, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio Público 
y la Cruz Roja Colombiana. 
Protección 
Objeto: Comprende acciones tendientes a minimizar los riesgos contra la vida, la 
integridad personal y los bienes patrimoniales de la población civil que pueda estar 
expuesta a fenómenos de violencia que generen desplazamientos. 
Diseño y Ejecución: Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía General de la 
Nación, los jueces agrarios, la Cruz Roja Colombiana, ellncora, las Fuerzas Militares 
y los organismos de seguridad del Estado. La Defensoría del Pueblo, en 
coordinación con las Defensorías regionales, diseñará y ejecutará un programa 
especial de acompañamiento a la población desplazada por la violencia. 
Red Nacional de Información para la Atención a la Población Desplazada por la 
Violencia 
Objeto: La Red Nacional es un instrumento para la recolección y el procesamiento 
de información sobre población desplazada por la violencia en el país y sobre la 
ejecución de los programas, proyectos y acciones y sus beneficiarios. Contará con 
módulos de prevención, de emergencia y atención humanitaria, de consolidación y 
estabilización socioeconómica y de seguimiento y evaluación del Plan, los programas 
y las acciones. 
Utilizará el servidor central de la Red Nacional de Comunicaciones, instalado en la 
Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, habilitando puntos de red en 
las entidades del orden nacional vinculadas al Sistema Nacional para la Atención a la 
Población Desplazada. Contará con una base de datos que manejará una 
información estadística básica, oportuna y veraz, sobre número de desplazados, 
conformación de sus grupos familiares, lugares de procedencia y destino y 
necesidades de atención. 
Se conformarán centros de información locales que contarán con diferentes módulos 
de registro y consulta, los cuales deberán tener una clave de acceso. Esta clave le 
será entregada al responsable del manejo del punto de red, designado por el Comité 
local de Atención a la Población Desplazada. 
La información consolidada, que se encuentra almacenada en el centro de gestión de 
la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, tendrá un manejo netamente 
estadístico, administrado por la Consejería Presidencial para los Desplazados. A las 
entidades que se conecten a la Red se les asignará un nivel de acceso restringido 
para realizar solamente consultas a nivel de consolidados. 
La Red de Información deberá garantizar la recolección de la información en los 
municipios de las zonas afectadas por el desplazamiento y producirá informes 
periódicos. 
Función Art. 11 ley 387 de 1997. 
• Garantizará al Sistema Nacional una rápida y eficaz información nacional y 
regional sobre los conflictos violentos. 
• La identificación y el diagnóstico de las circunstancias que obligan al 
desplazamiento de la población. 
• Evaluar la magnitud del problema, tomar medidas para la atención inmediata, 
elaborar planes para la consolidación y estabilización de los desplazados y 
formular alternativas de solución para la atención a la población desplazada por la 
violencia. Esta red deberá contar con un módulo especial para el seguimiento de 
las acciones ejecutadas en desarrollo del Plan Nacional. 
LA RED NACIONAL DE INFORMACION PARA LA ATENCION A LA POBLACION 
DESPLAZADA POR LA VIOLENCIA. ART. 19o. Decreto 2569 de 2000 La Red 
Nacional de Información para la Atención a la Población Desplazada por la Violencia 
estará coordinada por la Red de Solidaridad Social, entidad que definirá las 
características técnicas del sistema de información y los puntos de información local. 
Además de las fuentes de información gubernamentales, los puntos de Red deberán 
obtener y consultar fuentes de información no estatales, entre otros tales como las 
iglesias, el Comité Internacional de la Cruz Roja, organizaciones comunitarias, no 
gubernamentales, internacionales e intergubernamentales con presencia en el país. 
Puntos de información locales Art.12. Origen la Consejería Presidencial para los 
Desplazados y la Dirección General Unidad Administrativa Especial para los 
Derechos Humanos, en coordinación con los gobiernos departamentales y 
municipales, las personerías municipales, las oficinas regionales y seccionales de la 
Defensoría del Pueblo, la Cruz Roja Colombiana, la Iglesia y las organizaciones de 
desplazados. 
Función: acordarán la instalación de puntos de red en los municipios de las zonas 
afectadas por el desplazamiento. 
Observatorio del Desplazamiento Interno por la Violencia Art.13. Origen: el 
Gobierno Nacional creará un Observatorio del Desplazamiento Interno por la 
violencia. 
Decreto 173 de 1998 el Observatorio será un centro de recopilación, consolidación y 
análisis sistemático de información sobre el desplazamiento forzado a causa de la 
violencia en el país, de tal manera que permita precisar sus dimensiones cuantitativa 
y cualitativa, describir sus particularidades y conocer las dinámicas locales y 
departamentales, poblacionales y territoriales, los procesos y actores que lo generan, 
así como determinar las zonas expulsoras y receptoras. 
El Observatorio contará con un Centro de Documentación con la información de la 
Red Nacional de Información sobre Población Desplazada, la Red de Derechos 
Humanos de la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, el Observatorio 
de Violencia de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, las investigaciones, los 
documentos e informes de organizaciones y centros docentes y especializados, la 
información de prensa, los informes y reportes de las entidades públicas, de las 
autoridades civiles, militares y de policía, del Ministerio Público, de las entidades 
internacionales y demás entidades públicas o privadas que produzcan información 
relativa al tema del desplazamiento forzado. 
El Observatorio creará grupos de trabajo e investigación en los que podrán participar 
las organizaciones no gubernamentales y privadas que trabajan en el levantamiento 
de censos o tengan registros sobre población desplazada, con el propósito de 
consolidar las cifras en relación con la misma. 
De igual manera, el Observatorio será el escenario adecuado para que las ONG 
nacionales o internacionales, las entidades públicas o privadas y los centros de 
investigación, los investigadores participen en la formulación y ejecución de estudios, 
análisis y documentos que posibiliten el diseño de planes, programas y acciones 
para la atención integral a la población desplazada. 
El Observatorio deberá producir informes analíticos trimestrales que permitan definir 
políticas y acciones específicas en relación con las estrategias de atención integral a 
la población desplazada e informes sobre situaciones críticas para la alerta 
temprana. 
Función: producirá informes semestrales sobre la magnitud y tendencias que 
presenta el desplazamiento y los resultados de las políticas estatales en favor de la 
población desplazada. Dicho observatorio fortalecerá la Red Nacional de Información 
y contará con la participación de expertos y centros académicos de reconocida 
trayectoria. 
Prevención. Art.14 ley 387 de 1997 medidas de prevención: 
• Estimular la constitución de grupos de trabajo para la prevención y anticipación de 
los riesgos que puedan generar el desplazamiento. 
• Promover actos ciudadanos y comunitarios de generación de la convivencia 
pacífica y la acción de la fuerza pública contra los factores de perturbación. 
• Desarrollar acciones para evitar la arbitrariedad, discriminación y para mitigar los 
riesgos contra la vida, la integridad de las personas y los bienes patrimoniales de 
la población desplazada. 
• Diseñar y ejecutar un Plan de Difusión del Derecho Internacional Humanitario, y 
• Asesorar a las autoridades departamentales y municipales encargadas de los 
planes de desarrollo para que se incluyan los programas de prevención y 
atención. 
Atención Humanitaria de Emergencia Art.15 ley 387 de 1997. Una vez se 
produzca el desplazamiento, el Gobierno Nacional iniciará las acciones inmediatas 
tendientes a garantizar la atención humanitaria de emergencia con la finalidad de 
socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y atender sus necesidades. 
En todos los casos de desplazamiento, las autoridades civiles y militares que se 
encuentren en las zonas receptoras de población desplazada, garantizarán el libre 
paso de los envíos de ayuda humanitaria. 
Mientras persista la situación de emergencia se auspiciará la creación y permanencia 
de equipos interinstitucionales conformados por entidades estatales y 
gubernamentales del orden nacional, departamental y municipal, para la protección 
del desplazado y sus bienes patrimoniales El Ministerio Público y la Fiscalía General 
de la Nación emprenderán de oficio las investigaciones sobre los hechos punibles 
que condujeron al desplazamiento. 
Parágrafo. A la atención humanitaria de emergencia se tiene derecho por espacio 
máximo de tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres (3) más. 
DE LA ATENCION HUMANITARIA DE EMERGENCIA. ART. 20 decreto 2569 de 
2000 Se entiende por atención humanitaria de emergencia la ayuda temporaria e 
inmediata encaminada a acciones de socorro, asistencia y apoyo a la población 
desplazada, a fin de mitigar las necesidades básicas en alimentación, salud, atención 
sicológica, alojamiento, transporte de emergencia, elementos de hábitat interno y 
salubridad pública. 
Se tiene derecho a la atención humanitaria de emergencia por espacio máximo de 
tres (3) meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres (3) meses más. 
PRORROGA DE LA ATENCION HUMANITARIA DE EMERGENCIA.ART. 21 
decreto 2569 de 2000 A juicio de la Red de Solidaridad Social y de manera 
excepcional, se podrá prorrogar la atención humanitaria de emergencia hasta por un 
término de tres (3) meses al tenor del parágrafo del Art. 15 de la Ley 387 de 1997, y 
lo previsto en el inciso segundo del Art. anterior, de acuerdo a la disponibilidad 
presupuesta! y atendiendo criterios de vulnerabilidad, solidaridad, proporcionalidad e 
igualdad. 
La prórroga excepcional se aplicará exclusivamente a hogares incluidos en el 
Registro Unico de Población Desplazada y que cumplan las siguientes condiciones: 
Hogares en los que uno cualquiera de sus miembros reportados en la declaración 
presenten discapacidad física y/o mental, parcial o total, médicamente certificada por 
las entidades prestadoras de salud en atención humanitaria de emergencia y que 
haya sido reportada en la declaración de los hechos del desplazamiento. 
Hogares con jefatura femenina o masculina mayor de 65 años, y que dicha situación 
haya sido reportada en la declaración. 
Hogares en los que cualquiera de sus miembros debidamente reportados y 
registrados, presenten enfermedad terminal, médicamente certificada por las 
entidades prestadoras de salud en atención humanitaria de emergencia. 
Cuando a juicio de la Red de Solidaridad Social y de manera excepcional se 
presente una situación cuya gravedad sea de naturaleza similar a las enunciadas en 
los numerales 1, 2 y 3 del presente Art .. 
MONTOS DE LA AYUDA HUMANITARIA DE EMERGENCIA ART. 22 decreto 2569 
de 2000 .. En atención a los principios de solidaridad y de proporcionalidad, la Red de 
Solidaridad Social destinará de los recursos que para tal fin reciba del presupuesto 
nacional y de manera proporcional al tamaño y composición del grupo familiar, un 
monto máximo equivalente en bienes y servicios, de acuerdo a la disponibilidad 
presupuesta!, así: 
Para alojamiento transitorio, asistencia alimentaria y elementos de aseo personal 
hasta una suma máxima mensual equivalente a 1,5 salarios mínimos mensuales 
legales vigentes, otorgada por espacio de tres meses. 
Para utensilios de cocina y elementos de alojamiento, otorgados por una sola vez, 
hasta una suma máxima equivalente al 50% del salario mínimo mensual legal 
vigente. 
Para transporte, otorgado por una sola vez, hasta una suma máxima equivalente al 
50% del salario mínimo mensual legal vigente. 
DE LAS REGLAS PARA EL MANEJO DE LA ATENCION HUMANITARIA DE 
EMERGENCIA ART. 23 decreto 2569 de 2000. El Gobierno Nacional podrá celebrar 
convenios con organizaciones no gubernamentales, entidades del sector privado y 
organizaciones internacionales para la prestación de la atención humanitaria de 
emergencia. 
Las autoridades departamentales, distritales y municipales serán responsables de 
solicitar y gestionar de manera urgente la ayuda humanitaria, y de incluir en sus 
presupuestos los recursos para atender las obligaciones que con ocasión a tal 
atención se generen, de conformidad con las normas vigentes sobre el particular. 
PROHIBICION DE LIMITACIONES ART. 24 decreto 2569 de 2000. Se prohibe 
cualquier tipo de restricción al paso de ayuda humanitaria para la población 
desplazada. La Fuerza Pública deberá garantizar el oportuno paso de la ayuda a sus 
destinatarios. Las acciones culposas o dolosas de las autoridades relacionadas con 
la distribución de la ayuda de emergencia serán objeto de investigación disciplinaria y 
sancionadas de conformidad con la ley. 
Estrategia de Atención Humanitaria de Emergencia 
Decreto 173 de 1998 Objeto: Esta estrategia comprende acciones inmediatas de 
atención a la población desplazada, individual, familiar y colectivamente, tendientes a 
garantizar y satisfacer las necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de 
abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de 
emergencia, alojamiento transitorio , seguridad y protección y organización 
comunitaria. En esta última, la participación de las mujeres deberá ser garantizada. 
Las mujeres, las gestantes y lactantes, los jóvenes y la población infantil serán 
atendidas de manera diferencial y preferencial. 
Las personas desplazadas individual, familiar o masivamente tendrán derecho a la 
atención humanitaria de emergencia inmediatamente después del desplazamiento, 
por un tiempo máximo de tres meses, prorrogables excepcionalmente por otros tres. 
En la ejecución de las acciones que se describen a continuación, los niveles local, 
regional y nacional tendrán responsabilidad en la medida de la magnitud y las 
características del desplazamiento. 
Coordinación: Consejería Presidencial para la Atención a la Población Desplazada 
por la Violencia y la Red de Solidaridad Social. 
Las acciones comprendidas en esta estrategia serán financiadas con recursos 
propios de cada entidad , del Fondo Nacional para la Atención a la Población 
Desplazada y de los entes territoriales. 
líneas de acción y entidades responsables: 
Seguridad Alimentaria 
Objeto: Comprende acciones tendientes a garantizar los alimentos que posibiliten 
una dieta adecuada en correspondencia con los hábitos y costumbres alimenticias de 
la población desplazada. 
Diseño y Ejecución: la Red de Solidaridad Social, la Consejería Presidencial para la 
Atención a la Población Desplazada por la Violencia, el Fondo Nacional para la 
Atención a la Población Desplazada por la Violencia, el Fondo Nacional de 
Calamidades, el ICBF y la Cruz Roja Colombiana. 
Salud 
Objeto: El Ministerio de Salud y las Direcciones departamentales y locales de salud 
garantizarán el derecho a la salud de la población desplazada a través de la atención 
integral en salud, que comprende acciones de servicios de atención médico-
quirúrgica, atención de urgencias, hospitalización, tratamiento, servicios de ayuda 
diagnóstica, transporte de pacientes, provisión de medicamentos, acciones de 
promoción y prevención de la enfermedad, tales como vigilancia epidemiológica, 
saneamiento ambiental, educación en salud, participación comunitaria, atención 
psico-social y rehabilitación, según lo dispuesto en la Ley 100 de 1993, los Decretos 
números 412 de 1992, 1283 de 1996, los Acuerdos números 59 y 85 de 1997 del 
Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud. 
Diseño y Ejecución: el Ministerio de Salud, las Direcciones de Salud de los entes 
territoriales, el ICBF y la Cruz Roja Colombiana. 
Transporte 
Objeto: Comprende acciones tendientes a garantizar el traslado de la población 
desplazada y del personal responsable de la atención humanitaria de emergencia. 
Así como, el transporte de cualquier tipo de provisiones necesarias para la atención a 
esta población. 
Diseño y Ejecución: la Red de Solidaridad Social, la Consejería Presidencial para la 
Atención a la Población Desplazada por la Violencia, el Fondo Nacional para la 
atención a la Población Desplazada por la Violencia, el Fondo Nacional de 
Calamidades, la Cruz Roja Colombiana y eiiCBF. 
Protección y seguridad 
Objeto: Comprende acciones y medidas de protección destinadas a neutralizar las 
circunstancias que han generado el desplazamiento, evitar la arbitrariedad, la 
discriminación y minimizar los riesgos contra la vida, la integridad personal y los 
bienes patrimoniales, a los que la población desplazada pueda estar expuesta. 
En situaciones de desplazamiento masivo, las autoridades civiles, militares y de 
policía que se encuentren en las zonas oel desplazamiento, garantizarán el libre 
paso de los envíos de ayuda humanitaria, el acompañamiento nacional o 
internacional a la población desplazada y el establecimiento de oficinas temporales o 
permanentes para la defensa y protección de Derechos Humanos. 
Mientras persista la situación de emergencia, la Consejería Presidencial para los 
Desplazados y la Dirección General Unidad Administrativa Especial para los 
Derechos Humanos auspiciarán la creación y permanencia de equipos 
interinstitucionales para la protección y defensa del desplazado y sus bienes 
patrimoniales, los cuales serán conformados por delegados de las personerías 
municipales, las procuradurías provinciales o departamentales, la Fiscalía, la Rama 
Judicial, las Inspecciones Generales de la Fuerza Pública y el lncora. 
Diseño y ejecución: la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, las Consejerías 
Presidenciales para los Derechos Humanos y para la Atención a la Población 
Desplazada por la Violencia, Dirección General Unidad Aministrativa Especial para 
los Derechos Humanos, la Fiscalía General de la Nación, las Fuerzas Militares y de 
Policía, especialmente, las Inspecciones Generales de la Fuerza Pública, el ICBF y el 
lncora. La Defensoría del Pueblo, en coordinación con las defensorías regionales, 
diseñará y ejecutará un programa especial de acompañamiento a la población 
desplazada por la violencia . 
Alojamiento 
Objeto: Comprende acciones tendientes a garantizar un alojamiento transitorio , el 
adecuado manejo de abastecimientos y la dotación de utensilios de cocina. 
Diseño y Ejecución: la Consejería Presidencial para los Desplazados, la Red de 
Solidaridad Social, el Fondo Nacional para la Atención a la Población Desplazada por 
la Violencia , el Fondo Nacional de Calamidades, el Ministerio de Agricultura, el ICBF 
y la Cruz Roja Colombiana. 
Atención educativa 
Objeto: Comprende acciones de educación formal y no formal que propendan por la 
formación académica y de habilidades de la población desplazada, especialmente de 
los menores y de los jóvenes, de tal manera que les permita, una vez retornen o se 
reubiquen, una fácil articulación social , laboral y productiva. 
Diseño y Ejecución: el Ministerio de Educación, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social , la Oficina de Mujer Rural del Ministerio de Agricultura , el ICBF y el 
SENA. 
El retorno Art 16. ley 387 de 1997 El Gobierno Nacional apoyará a la población 
desplazada que quiera retornar a sus lugares de origen. 
ART. 18° decreto 2569 de 2000. PROGRAMAS DE RETORNO, 
REASENTAMIENTO O REUBICACION. Si el interesado efectúa la declaración y 
solicita la inscripción en el registro con posterioridad a la fecha antes indicada, esto 
es, un (1) año después de acaecidos los hechos que dieron origen a tal condición, la 
persona solicitante sólo tendrá derecho de acuerdo a la disponibilidad presupuesta!, 
al acceso a los programas que con ocasión a la condición de desplazado preste el 
Estado en materia de retorno, reasentamiento o reubicación. 
DEL RETORNO ART. 28 decreto 2569 de 2000 .. El Gobierno Nacional apoyará a la 
población desplazada que voluntariamente desee retornar a sus lugares de origen, 
desarrollando los componentes de la consolidación y estabilización socioeconómica. 
Previo al proceso de retorno deberá realizarse una evaluación sobre las condiciones 
de orden público existentes en las regiones o localidades hacia las cuales se 
pretenda retornar, y cuyo resultado se hará conocer a quien desea retornar. Si a 
pesar de una evaluación negativa sobre las condiciones de retorno, los desplazados 
insisten en su interés de retornar, el Gobierno Nacional a través de la Red de 
Solidaridad Social, levantará una acta en la cual se evidencien las condiciones del 
lugar de destino, que los interesados en el retorno conocen de las mismas, que no 
obstante subsiste la voluntad inequívoca de retornar y que asumen la 
responsabilidad que tal decisión conlleve. 
PARAGRAFO. Los procesos de retorno podrán ser acompañados por organizaciones 
humanitarias de carácter nacional e internacional que ayuden a evaluar y verificar las 
condiciones en que se producirá el retorno, y formulen recomendaciones sobre las 
acciones o procesos requeridos para mejorar dichas condiciones y hacer posible el 
retorno. 
Consolidación y Estabilización Socioeconómica del retorno o la reubicación 
rural. 
DE LA ESTABILIZACION SOCIOECONOMICA ART. 25° decreto 2569 de 2000 .. Se 
entiende por la estabilización socioeconómica de la población desplazada por la 
violencia, la situación mediante la cual la población sujeta a la condición de 
desplazado, accede a programas que garanticen la satisfacción de sus necesidades 
básicas en vivienda, salud, alimentación y educación a través de sus propios medios 
o de los programas que para tal efecto desarrollen el Gobierno Nacional, y las 
autoridades territoriales, en el ámbito de sus propias competencias y de acuerdo a la 
disponibilidad presupuesta!. 
COMPONENTES DE LOS PROGRAMAS DE ESTABILIZACION 
SOCIOECONOMICA ART. 26 decreto 2569 de 2000 .. Se entiende por componentes 
de los programas de estabilización socioeconómica, la vivienda y la incorporación en 
la dinámica económica y productiva y además en el ámbito rural, el acceso a la tierra 
para fines productivos. 
Los componentes vivienda y tierra serán suministrados a través de los sistemas que 
para tales efectos desarrollen el Banco Agrario, el lnurbe y el lncora, dentro de sus 
planes de atención a población desplazada, los cuales podrán, subsidiariamente, ser 
apoyados por la Red de Solidaridad Social, y a los cuales accederán en procura de 
satisfacer los derechos vulnerados en tal materia, preferencialmente, las personas 
que al momento del desplazamiento, previa verificación de la Red de Solidaridad 
Social, contaban con derecho de propiedad o posesión sobre un lote de terreno o 
una vivienda. 
PARAGRAFO. Para efectos de la ejecución de proyectos productivos, el Estado 
promoverá a través de la Red de Solidaridad Social, la participación de 
organizaciones privadas nacionales e internacionales con experiencia en procesos 
de consolidación y estabilización socioeconómica de población desplazada. 
La coordinación de las labores que desarrollen las organizaciones que participen en 
la formulación y ejecución de tales proyectos productivos, estará bajo la dirección de 
la Red de Solidaridad Social, quien podrá celebrar los convenios que resulten 
necesarios. 
MONTOS DE LA AYUDA EN MATERIA DE ESTABILIZACION 
SOCIOECONOMICA ART. 27 decreto 2569 de 2000. El Consejo Directivo de la Red 
de Solidaridad Social a propuesta del Director de esta entidad, definirá anualmente 
conforme a la asignación presupuesta! de las entidades miembros del Sistema 
Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada, a la naturaleza de las 
necesidades por atender en la consolidación y estabilización socioeconómica de 
dicha población y en atención a los criterios de igualdad y solidaridad, los montos 
máximos expresados en salarios mínimos mensuales legales vigentes con los que se 
atenderá cada grupo familiar en tal materia, y determinará los porcentajes necesarios 
que se distribuirán en los siguientes conceptos: subsidio para tierra; subsidio para 
vivienda; apoyo para seguridad alimentaria; incorporación a la dinámica productiva. 
En estos conceptos se incluirán los costos relativos a la capacitación, asistencia 
técnica integral y gestión para la comercialización. 
La consolidación y estabilización socioeconómica rural, en concordancia con los 
fundamentos de la Ley 160 de 1994 y sus decretos reglamentarios tendrá en cuenta 
los siguientes criterios del desarrollo rural: competitividad, participación comunitaria, 
equidad y solidaridad y sostenibilidad de los recursos naturales. 
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a través de la Dirección General de 
Desarrollo Social y la Oficina de Mujer Rural, coordinará la ejecución de los planes, 
programas y proyectos necesarios para garantizar el diseño y ejecución de las 
acciones contempladas en esta estrategia. 
Adicionalmente, el Ministerio promoverá en los Consejos Municipales de Desarrollo 
Rural la participación de la población rural desplazada, la focalización de recursos 
municipales para la atención de la misma y la concertación con las autoridades 
locales y las comunidades beneficiarias. 
Consolidación y Estabilización Socio-económica del retorno o la reubicación 
Urbana 
La consolidación y estabilización socio-económica urbana, en concordancia con la 
Ley 9a de 1989, la Ley 388 de 1997, los Planes de Desarrollo Municipal y los planes 
de ordenamiento territorial, deberá considerar simultáneamente las siguientes 
dimensiones de la gestión urbana: 
Socio-cultural, que permita una adaptación progresiva al medio de vida urbano. 
Físico-especial, que define el asentamiento como renovación urbana, desarrollo de 
nuevas áreas de expansión, mejoramiento de zonas subnormales, reubicación de 
zonas de alto riesgo. 
Política, que posibilita espacios de integración y participación ciudadana, de 
organización y autonomía, evitando la estigmación social. 
Económico, que promociona la generación de ingresos y la capacitación para el 
empleo. 
Medio-ambiental, que contempla acciones para recuperar y proteger los sistemas 
naturales (zonas verdes, quebradas, etc.) que se ven afectados por los 
asentamientos y asegurar una sustentabilidad ambiental de acuerdo con las 
disposiciones contenidas en la Ley del Medio Ambiente de 1995. 
La consolidación y estabilización socio-económica urbana se centrará, en particular, 
en los programas relacionados con: 
Disposición de vivienda y Equipamiento Urbano 
Objeto: Comprende acciones integrales de desarrollo urbano, vivienda y 
equipamiento social-comunitario. El Ministerio de Desarrollo (Viceministerio de 
Vivienda y Desarrollo Urbano), en coordinación con el In urbe y el Sistema Nacional 
de cofinanciación, de acuerdo con lo establecido en el Decreto número 706 de 1995, 
la Ley 3a de 1991 y el literal d) del Art. 26 de la Ley 333 de 1996, deberán desarrollar 
planes de vivienda nueva, mejoramiento integral de vivienda y entorno, vivienda 
usada y de vivienda de interés social, para lo cual se tendrá en cuenta la disposición 
de suelo urbano, la oferta de tierras propiedad del municipio o la aplicación directa de 
los instrumentos de enajenación previstos en la Ley 9a de 1989 y Ley 388 de 1997. 
Coordinación: Las entidades del orden nacional deberán coordinar con las 
administraciones municipales, el diseño y la ejecución de las acciones aquí previstas. 
El lnurbe, a través del procedimiento ordinario y del excepcional de asignación y 
entrega de subsidios para construcción de vivienda o mejoramiento, que contempla 
el Decreto número 706 de 1995, deberá ampliar la cobertura de beneficiarios a la 
población desplazada por la violencia. Adicionalmente al procedimiento excepcional, 
se accederá al subsidio de vivienda a través del Programa de Vivienda Urbana y 
Mejoramiento del Entorno de la Red de Solidaridad Social. Los hogares desplazados 
con jefatura femenina tendrán acceso prioritario a estos programas. 
Participación y organización comunitaria 
Objeto: Comprende acciones orientadas a generar procesos de resignificación, 
reconstrucción o fortalecimiento del tejido social y cultural en torno de la solución de 
las necesidades básicas. Este componente es fundamental para lograr mejores 
condiciones de articulación social de la población desplazada en los procesos de 
atención humanitaria y de reubicación o retorno voluntario. 
Diseño y Ejecución: la Red de Solidaridad Social, el Ministerio de Agricultura, la 
Oficina de Mujer Rural, ellncora, el Ministerio de Educación y eiiCBF. 
Consolidación y estabilización socioeconom1ca Art.17 ley 387 de 1997 El 
Gobierno Nacional promoverá acciones y medidas de mediano y largo plazo con el 
propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la 
población desplazada en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento en otras 
zonas rurales o urbanas. 
Programas de consolidación 
• Proyectos productivos. 
• Sistema Nacional de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural Campesino. 
• Fomento de la microempresa. 
• Capacitación y organización social. 
• Atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer y 
las personas de la tercera edad, y 
• Planes de empleo urbano y rural de la Red de Solidaridad Social. 
Estrategia de consolidación y estabilización socioeconómica. 
Objeto: La consolidación y estabilización, permitiendo el acceso directo de la 
población desplazada a los programas sociales del Gobierno, propenderá por la 
reincorporación social, económica y cultural de las personas y familias desplazadas 
por la violencia a sus lugares de origen o de reasentamiento. Para que la 
consolidación y la estabilización sea un proceso que posibilite la reconstrucción de 
un proyecto de vida, el Estado deberá garantizar a la población desplazada 
condiciones de seguridad y sostenibilidad económica y social y contribuir al 
desarrollo local y regional de las zonas donde los procesos y las dinámicas de 
violencia obligan al desplazamiento y de las zonas que se constituyan en receptoras 
de población desplazada. 
La consolidación y estabilización socioeconómica urbana o rural es una estrategia 
que se lleva a cabo en el marco del retorno voluntario o en la reubicación definitiva 
de la población desplazada por la violencia. 
El Gobierno Nacional apoyará a la población desplazada que quiera retornar 
voluntariamente a sus lugares de origen o reubicarse en otra zona, de acuerdo con 
las previsiones contenidas en este Plan en materia de seguridad y consolidación y 
estabilización socioeconómica. 
El retorno voluntario es la opción preferible dado que en los lugares de origen la 
población desplazada tiene un proyecto de vida y ha construido un tejido social, 
económico y cultural de referencia y pertenencia. 
Para que esta opción sea realmente viable, se requiere que en los lugares de origen 
los procesos de violencia que causaron el desplazamiento se hayan desarticulado o 
por lo menos neutralizado, de tal manera que la población desplazada tenga 
condiciones de seguridad y protección reales para que pueda regresar sin poner en 
riesgo su vida o su integridad personal. 
La reubicación es la alternativa necesaria cuando el retorno voluntario no puede 
llevarse a cabo. La conveniencia de esta opción se estudiará y analizará en cada 
caso específico. 
Un programa de retorno voluntario y/o reubicación debe incluir, entre otras, las 
siguientes actividades: 
El Gobierno Nacional y las autoridades civiles, militares y de policía locales y 
departamentales, analizarán la situación de orden público y crearán las condiciones 
de seguridad y protección en la zona del retorno o la reubicación. 
El Gobierno Nacional realizará con la comunidad desplazada, garantizando la 
participación de las mujeres y de las entidades territoriales, mesas de concertación 
para acordar la opción de retorno o la reubicación, determinar las condiciones de la 
alternativa elegida y presentar las propuestas gubernamentales para la consolidación 
y estabilización socioeconómica de la zona donde se retorna o se reubica. 
El Gobierno Nacional realizará con la comunidad desplazada, elaborará un censo de 
predios rurales, urbanos y demás bienes patrimoniales que hubieran sido 
abandonados, de requerimiento de crédito y de alternativas de proyectos 
productivos, con el propósito de adecuar la oferta institucional a las necesidades de 
la población que retorna o se reubica. 
El Comité regional o local, Gobierno Nacional y la comunidad desplazada elaborará 
un plan operativo para el retorno o la reubicación que contemple los requerimiento de 
transporte, . alimentación, medidas y acciones de seguridad, protección y 
acompañamiento, entre otras. En su elaboración se garantizará la participación de 
las mujeres. 
En los casos en que sea necesario, se creará una com1s1on constituida por 
representantes del Gobierno Nacional, departamental y municipal y la comunidad 
desplazada que retorna o se reubica, organizaciones no gubernamentales nacionales 
o internacionales y cualquier otra entidad privada que por mandato o interés trabaje 
con esta problemática, para verificar las condiciones de seguridad de la zona. 
Acceso al Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino 
Decreto 173 de 1998 
Comprende la adjudicación y titulación de tierras, organización y capacitación 
campesina e indígena, disposición de servicios sociales básicos y de infraestructura 
física, subsidio a vivienda rural, adecuación de tierras y la seguridad social, 
asistencia técnica, transferencia de tecnología y la diversificación de cultivos, 
mercadeo, acopio, empaque y procesamiento y fomento agroindustrial y su 
financiación. 
La condición de mujer campesina jefe de hogar desplazada será suficiente para ser 
considerada beneficiaria del Sistema Nacional de Reforma Agraria y Desarrollo Rural 
Campesino. 
En la ejecución de las acciones para el fomento productivo y de Reforma Agraria, se 
estimularán soluciones solidarias, que correspondan a la diversidad cultural y 
económica de las poblaciones beneficiarias. 
El acceso al Sistema Nacional de Reforma Agraria1, a cargo de diversas entidades 
que, de acuerdo con sus responsabilidades, diseñarán y ejecutarán los programas y 
proyectos para la población desplazada, implica los siguientes componentes: 
Tierras 
Comprende acciones que garantizarán el acceso a la tierra. El acceso a la tierra se 
llevará a cabo, de acuerdo con lo establecido en la Ley 160 de 19942, los Acuerdos 
números 18 del 17 de octubre de 1995 y 06 del 14 de agosto de 1996, el Decreto 
número 2217 del 5 de diciembre de 1996 y el parágrafo del Art. 26 de la Ley 333 del 
19 de diciembre de 1996, La entidad responsable de su ejecución será ellncora. 
Existen dos mecanismos de acceso a la tierra: la titulación de baldíos y el mercado 
de tierras y la compra directa por parte del lncora. En beneficio de las comunidades 
desplazadas por la violencia podrá utilizarse cualquiera de estos dos mecanismos. El 
acceso a la tierra comprende, para la compra del predio, un subsidio del Estado por 
el 70% del valor de la tierra adquirida. 
Crédito 
Comprende acciones que garantizarán al beneficiario del programa de tierras, los 
recursos para el pago del 30% del valor de la tierra no incluido en el subsidio3 y el 
monto necesario para desarrollar el proyecto productivo que adelantará en su 
parcela4. 
Las entidades responsables del componente son Finagro, Caja Agraria. Para hacer 
operativo el mandato de la Ley 387 de 1997, relativo a las garantías del 1 00% a 
través del Fondo Agropecuario de Garantías, FAG, se debe diseñar una línea 
especial de crédito para desplazados. 
Asistencia Técnica 
La asistencia técnica comprende acciones que garantizarán el cabal desarrollo de los 
proyectos productivos y se prestará con la colaboración del Sistema Nacional de 
Transferencia de Tecnología Agropecuaria y el apoyo de la Umata de cada 
municipio. 
La asistencia comprende el acompañamiento a la comunidad en la formulación, 
desarrollo y consolidación de los proyectos productivos y de las actividades 
agropecuarias. 
Para lograr este cometido se fortalecerán las Umata a través del Programa Nacional 
de Transferencia de Tecnología Agropecuaria, Pronatta. De este componente hacen 
parte, también el ICA, Corpoica y las Secretarías de Agricultura Departamentales. 
Eventualmente, si las circunstancias así lo requieren, podrá llevarse a cabo un 
proceso de asistencia técnica a través de un mecanismo alterno a la Umata. 
Capacitación 
Comprende acciones de capacitación técnica agropecuaria, orientadas a fortalecer 
las prácticas y conocimientos tradicionales e incorporar tecnologías apropiadas que 
garanticen sostenibilidad y competitividad de los proyectos productivos y su inserción 
en los mercados regionales. Son responsables del diseño y ejecución de estas 
acciones el Sena, la ESAP, el INAT, el Fondo Capacitar y ellncora. Adicionalmente, 
las entidades podrán establecer convenios de asistencia y capacitación con 
instituciones educativas públicas o privadas regionales. El Fondo Capacitar atenderá 
las necesidades de fortalecimiento de la organización campesina, indígena, de las 
mujeres y las negritudes. 
Infraestructura Básica 
Comprende acciones que garanticen la dotación de sistemas de saneamiento básico 
y construcción o mejoramiento de vivienda rural, a través del Programa Vivir Mejor, 
de la Caja Agraria, focalizado por la Red de Solidaridad Social en las mesas de 
solidaridad. 
Para garantizar una adecuada provisión de recursos, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural , la Gerencia Especial de Vivienda de la Caja Agraria y la Red de 
Solidaridad Social asignarán recursos especiales en la definición de los techos 
presupuestales del programa a nivel departamental. La ejecución del programa 
requiere de la cofinanciación de los municipios y de las comunidades. Para ello el 
programa contempla una matriz de cofinanciación de obligatorio cumplimiento. 
Comercialización 
Comprende acciones que garantizarán el acceso a los mercados regionales de los 
productos agropecuarios para que en condiciones de rentabilidad, se generen 
ingresos, de tal manera que los procesos de sostenibilidad y autonomía económica 
de las familias rurales desplazadas se consoliden. 
En circunstancias graves de orden público y posiciones dominantes del mercado, el 
Fondo Nacional para compra de cosechas intervendrá en beneficio de los 
productores y podrá determinar el otorgamiento de subsidios directos a productores 
de acuerdo con la Ley 101 de 1993. 
El Programa de subsidio a la conformación de Cooperativas de Beneficiarios de 
Reforma Agraria, del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, priorizará la 
atención a las comunidades desplazadas por la violencia y proveerá un subsidio 
adicional del 5 al 10% del valor del subsidio otorgado por el Estado, de acuerdo con 
lo establecido en la Ley 160 de 1994 y la reglamentación respectiva. 
El Fondo Emprender promoverá el establecimiento de empresas de primera 
transformación de productos agropecuarios, en las cuales el Estado aportará hasta el 
49% del capital necesario para desarrollarlas como capital semilla o capital de riesgo, 
de acuerdo con lo establecido en la Ley 101 de 1993 y la reglamentación respectiva. 
Seguridad Alimentaria 
Comprende acciones orientadas a la producción agrícola de bienes básicos para la 
subsistencia de las familias rurales desplazadas, con el propósito de asegurar parte 
de la dieta alimentaria y disminuir gastos familiares. 
La Dirección General de Desarrollo Social y la Oficina de Mujer Rural del Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural coordinarán la elaboración y ejecución de 
programas locales de granjas de pancoger, para las comunidades desplazadas, que 
complementen su dieta básica. Estos programas requieren de mano de obra familiar 
y niveles tecnológicos bajos y contemplan la siembra de cultivos tradicionales y la 
cría de especies menores. Para su ejecución el Plan de Generación de Empleo 
Rural, PGE, y el Programa de Modernización y Diversificación, PMD, establecerán 
porcentajes de recursos destinados exclusivamente a este propósito, para lo cual el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural hará las gestiones pertinentes. 
Capacitación y Organización Social 
Comprende acciones para la promoción y el fortalecimiento de las organizaciones 
comunitarias y civiles de desplazados, con el propósito de estimular la participación y 
gestión de la comunidad en la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de 
los proyectos que en el marco de este Plan se lleven a cabo. El Fondo Nacional para 
Desplazados y la Oficina de Mujer Rural del Ministerio de Agricultura cofinanciarán 
proyectos para la promoción y fortalecimiento de las organizaciones civiles y 
comunitarias de los desplazados y, en especial, de las mujeres. 
Atención Social en salud, Educación, Empleo, a la Niñez la Mujer y las 
Personas de la Tercera Edad. 
Comprende acciones tendientes a garantizar a las familias desplazadas la 
continuidad de la atención integral en salud, el acceso a los programas sociales de 
salud, educación y a los de atención a la niñez, la mujer, las personas de la tercera 
edad y la juventud. 
La población desplazada será vinculada al Régimen subsidiado de Seguridad Social. 
Por tanto, las entidades territoriales garantizarán su afiliación a las EPS que manejen 
dicho Régimen. 
El Ministerio de Salud hará seguimiento al Plan de Atención Básica de los entes 
territoriales y en coordinación con la Consejería Presidencial para desplazados 
diseñará, ejecutará, a través de organizaciones que certifiquen su experiencia en el 
tratamiento de poblaciones vulnerables, proyectos de rehabilitación psico-social para 
los desplazados por la violencia. 
Las mujeres desplazadas jefes de hogar, con hijos en edad escolar, serán 
beneficiarias de los subsidios de la Red de Solidaridad Social para el pago de los 
costos educativos de sus hijos entre seis y once años. 
Las entidades territoriales que atiendan población desplazada podrán acceder a 
recursos del Programa de Subsidios a la Permanencia y Asistencia a la Educación 
Básica del FIS. 
El Ministerio de Educación Nacional transferirá recursos a las gobernaciones, 
especialmente del Fondo Educativo de Compensación, para cofinanciar la ampliación 
de la cobertura educativa de la población desplazada en edad escolar, la 
cualificación de la comunidad educativa y el equipamiento escolar. 
El Sena, a través de su Programa de Apoyo de Sostenimiento para Capacitación de 
Alumnos, dará prioridad en el acceso a los cursos de formación técnica a la 
población joven desplazada y diseñará y ejecutará programas especiales de 
capacitación para las mujeres desplazadas que propendan por su inserción laboral 
en el campo. 
Los menores de edad, las mujeres campesinas gestantes y lactantes y los ancianos 
serán objeto de los programas de protección, prevención y atención del ICBF, 
incluidos los comtemplados en la Red de Solidaridad Social. También se promoverá 
la creación, focalización y reubicación de hogares comunitarios en zonas de 
desplazamiento, en situaciones especiales de emergencia. 
Igualmente, el ICBF vinculará al proyecto de Asistencia Social Familiar y Comunitaria 
a los miembros del grupo familiar, de tal manera que se facilite la atención 
terapéutica inicial. Las familias serán vinculadas a los procesos educativos y 
readaptativos a través de acciones especiales diseñadas en el proyecto. 
La atención en salud a pueblos indígenas desplazados se llevará a cabo según lo 
dispuesto en el Decreto número 1811 de 1990. 
La Red de Solidaridad Social apoyará con su Programa Revivir a los ancianos 
desplazados. 
Los niños desplazados por la violencia accederán prioritariamente al Programa de 
Bono Alimenticio a niños en edad Preescolar del área rural, de la Red de Solidaridad 
Social. 
Adicionalmente, la población rural desplazada por la violencia podrá acceder a los 
programas de empleo rural de la Red de Solidaridad Social y al Programa de 
Inserción Laboral del Ministerio de Trabajo. 
Cesación de la condición de desplazado forzado Art.18 ley 387 de 1997 La 
condición de desplazado forzado por la violencia cesa cuando se logra la 
consolidación y estabilización socioeconómica, bien sea en su lugar de origen o en 
las zonas de reasentamiento. 
Cesación de la Condición de desplazado ART. 3° decreto 2569 de 2000 .. Cesará 
la condición de desplazado y por tanto el reconocimiento que el Estado realiza sobre 
el que alega ser desplazado, cuando se presente una de las siguientes situaciones: 
• Por el retorno, reasentamiento o reubicación de la persona sujeta a 
desplazamiento que le hayan permitido acceder a una actividad económica en su 
lugar de origen o en las zonas de reasentamiento. 
• Por exclusión del Registro Unico de Población Desplazada, de acuerdo con las 
causales previstas en el Art. 14 del presente decreto. 
• Por solicitud del interesado. 
PARAGRAFO. La cesación se declarará mediante acto motivado, contra el cual 
proceden los recursos de Ley y la decisión que los resuelva agota la vía gubernativa. 
Instituciones Art. 19 las instituciones comprometidas en la Atención Integral a la 
Población Desplazada, con su planta de personal y estructura administrativa, 
deberán adoptar a nivel interno las directrices que les permitan prestar en forma 
eficaz y oportuna la atención a la población desplazada, dentro del esquema de 
coordinación del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada. 
Adoptarán de acuerdo a sus funciones, medidas para la Atención Integral de la 
Población Desplazada: 
• El Instituto Colombiano para la Reforma Agraria, lncora, adoptará programas y 
procedimientos especiales para la enajenación, adjudicación y titulación de 
tierras, en las zonas de expulsión y de recepción de la población afectada por el 
desplazamiento forzado, si como líneas especiales de crédito, dando prelación a 
la población desplazada. 
• El Instituto Agropecuario de la Reforma Agraria establecerá un programa que 
permita recibir la tierra de personas desplazadas a cambio de la adjudicación de 
otros predios de similares características en otras zonas del país. 
• El Fondo Agropecuario de Garantías otorgará garantías del 100% a los créditos 
de los proyectos productivos de los desplazados. 
• El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, a través de la Dirección de 
Desarrollo Social y de la Oficina de Mujer Rural, diseñará y ejecutará programas 
para la atención y consolidación y estabilización socioeconómica de la población 
desplazada. 
• El Instituto de Fomento Industrial, a través de los programas de Propyme y 
Finurbano otorgará líneas especiales de crédito en cuanto a periodos de gracia, 
tasas de interés, garantías y tiempos de amortización para el desarrollo de 
microempresas y proyectos productivos que presenten las personas beneficiarias 
de la presente ley. 
Art. 32 ley 418 de 1997. El Instituto de Fomento Industrial, IFI, redescontará los 
préstamos que otorguen los distintos establecimientos de crédito a las víctimas de 
los actos a que se refiere el Art. 15 de esta ley, para financiar la reposición o 
reparación de vehículos, maquinaria, equipo, equipamento, muebles y enseres, 
capital de trabajo y reparación o reconstrucción de inmuebles destinados a locales 
comerciales. 
Así mismo, en desarrollo del principio de solidaridad, el Banco Central Hipotecario, 
BCH, otorgará directamente a dichos damnificados, préstamos para financiar la 
reconstrucción o reparación de inmuebles. 
Parágrafo. No obstante las líneas de crédito para repos1c1on o reparación de 
vehículos, el Gobierno Nacional mantendrá el seguro de protección de vehículos de 
transporte público, urbano e intermunicipal, a fin de asegurarlos contra los actos a 
que se refiere el Art. 15 de la presente ley. 
• El Sistema General de Seguridad Social en Salud implementará mecanismos 
expeditos para que la población afectada por el desplazamiento acceda a los 
servicios de asistencia médica integral, quirúrgica, odontológica, psicológica, 
hospitalaria y de rehabilitación, de acuerdo con lo establecido en la Ley 100 de 
1993. 
• La Red de Solidaridad Social dará en las mesas de solidaridad prioridad a las 
necesidades de las comunidades desplazadas y atenderá a las víctimas de este 
fenómeno, vinculándolas a sus programas. 
Red de solidaridad social Art. 16 Ley 418 de 1997. En desarrollo del principio de 
solidaridad social, y dado el daño especial sufrido por las víctimas, éstas recibirán 
asistencia humanitaria, entendiendo por tal la ayuda indispensable para sufragar los 
requerimientos necesarios a fin de satisfacer los derechos constitucionales de 
quienes hayan sido menoscabados por actos que se susciten en el marco del 
conflicto armado interno. Dicha asistencia será prestada por la Red de Solidaridad 
Social, en desarrollo de su objeto constitucional, y por las demás entidades públicas 
dentro del marco de sus competencias, siempre que la solicitud se eleve dentro del 
año siguiente a la ocurrencia del hecho. 
• La Dirección Nacional para la Equidad de la Mujer dará prelación en sus 
programas a las mujeres desplazadas por la violencia, especialmente a las viudas 
y a las mujeres cabeza de familia. 
• El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar dará prelación en sus programas a 
la atención de los niños lactantes, a los menores de edad, especialmente los 
huérfanos, y a los grupos familiares, vinculándolos al proyecto de asistencia 
social familiar y comunitaria en las zonas de asentamiento de los desplazados. 
Art. 17 Ley 418 de 1997. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, en 
desarrollo de sus programas preventivos y de protección, prestará asistencia 
prioritaria a los menores de edad que hayan quedado sin familia o que teniéndola, 
ésta no se encuentre en condiciones de cuidarlos por razón de los actos a que se 
refiere el presente título. El Gobierno Nacional apropiará los recursos presupuestales 
al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para el desarrollo de este programa. 
Parágrafo. Gozarán de especial protección y serán titulares de todos los beneficios 
contemplados en este título, los menores que en cualquier condición participen en el 
conflicto armado interno. 
• El Sistema Nacional de Cofinanciación dará atención preferencial a las entidades 
territoriales que soliciten la cofinanciación de los diferentes proyectos para 
atender las necesidades de la población afectada por el desplazamiento forzado. 
• Las entidades territoriales desarrollarán programas especiales de atención en 
materia educativa a la población desplazada por la violencia y accederán a 
recursos del programa de subsidios a la permanencia y asistencia a la educación 
básica del FIS. 
• El Ministerio de Educación Nacional y las Secretarías de Educación 
departamentales, municipales y distritales, adoptarán programas educativos 
especiales para las víctimas del desplazamiento por la violencia. Tales programas 
podrán ser de educación básica y media especializada y se desarrollarán en 
tiempos menores y diferentes a los convencionales, para garantizar su rápido 
efecto en la rehabilitación y articulación social, laboral y productiva de las víctimas 
del desplazamiento interno por la violencia. 
• El SENA dará prioridad y facilidad para el acceso de jóvenes y adultos 
desplazados por la violencia, a sus programas de formación y capacitación 
técnica. 
• La Defensoría del Pueblo diseñará y ejecutará programas de divulgación y 
promoción de las normas del Derecho Internacional Humanitario. 
En estos programas se deberán integrar las Entidades Gubernamentales del orden 
nacional, departamental y municipal, las Organizaciones No Gubernamentales y las 
Organizaciones de Desplazados. 
• La Comisión Nacional de Televisión diseñará y ejecutará campañas de 
sensibilización y concientización para prevenir el desplazamiento forzado en los 
canales de la televisión nacional, y 
• El Instituto Nacional de la Reforma Urbana, lnurbe, desarrollará programas 
especiales de vivienda para atender las necesidades de la población desplazada 
por la violencia. 
Art. 26 Ley 418 de 1997. Los hogares damnificados por los actos contemplados en el 
Art. 15 de la presente ley, podrán acceder al Subsidio Familiar de Vivienda de 
conformidad con la normatividad vigente que regula la materia, sin que para tal 
efecto se tome en cuenta el valor de la solución de vivienda cuya adquisición o 
recuperación sea objeto de financiación. 
La Junta Directiva del Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma 
Urbana, lnurbe, ejercerá las funciones que le otorga la normatividad vigente que 
regula la materia con relación al subsidio familiar de vivienda de que trata este 
capítulo, teniendo en cuenta el deber constitucional de proteger a las personas que 
se encuentren en situación de debilidad manifiesta y el principio de solidaridad, razón 
por la cual deberá dar prioridad a las solicitudes que presenten los hogares que 
hayan sido víctimas. 
En aquellos casos en que por razón de las circunstancias económicas de las 
víctimas, éstas no puedan utilizar el valor del subsidio para financiar la adquisición o 
recuperación de una solución de vivienda, el monto del mismo podrá destinarse a 
financiar, en todo o en parte, el valor del canon de arrendamiento de una solución de 
vivienda. 
Ministerio Público Art. 20 ley 387 de 1997. Función la guarda y promoción de los 
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario de la población víctima 
del desplazamiento forzado, así como el control del estricto cumplimiento de las 
obligaciones asignadas a cada institución en el Plan Nacional para la Atención 
Integral a la Población Desplazada. Las autoridades municipales deberán informar, 
de manera inmediata, al representante del Ministerio Público correspondiente, sobre 
la ocurrencia del desplazamiento o sobre la ocurrencia de eventos que puedan 
generarlo. 
Fondo Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada por la 
Violencia 
Función Art.21 ley 387 de 1997. cuenta especial sin personería jurídica administrada 
por el Ministerio del Interior, como un sistema separado de cuentas. 
Objeto Art 22 ley 387 de 1997. Financiar y/o cofinanciar los programas de 
prevención del desplazamiento, de atención humanitaria de emergencia, de retorno, 
de estabilización y consolidación socioeconómica y la instalación y operación de la 
Red Nacional de Información. 
Administración Art. 24 ley 387 de 1997. La administración estará a cargo del 
Director General de la Dirección General Unidad Administrativa Especial para los 
Derechos Humanos del Ministerio del Interior, quien será ordenador del gasto en 
virtud de la delegación que le otorgue el Ministro del Interior. 
Protección a las personas desplazadas Art.29 ley 387 de 1997. La Dirección 
General Unidad Administrativa Especial para los Derechos Humanos del Ministerio 
del Interior brindará protección a las personas desplazadas por la violencia, con 
respecto de las cuales existan razones fundadas para temer por su seguridad, bajo 
los parámetros que establezca el Plan Nacional de Atención Integral a la Población 
Desplazada 
La evaluación de la situación de seguridad de los desplazados se hará en estrecha 
colaboración con el Ministerio Público, la Iglesia y las Organizaciones No 
Gubernamentales que realicen actividades en las zonas de expulsión. 
Apoyo a las organizaciones de desplazados Art. 30 ley 387 de 1997. El Gobierno 
Nacional brindará las garantías necesarias a las organizaciones de los desplazados y 
a las Entidades No Gubernamentales que desarrollen acciones en pro de los 
derechos humanos y de los desplazados internos. 
Beneficios consagrados en esta ley Art. 32 ley 387 de 1997. Tendrán derecho a 
recibir los beneficios consagrados en la presente ley, las personas colombianas que 
se encuentren en las circunstancias previstas en el Art. 1 o de esta ley y que cumplan 
los siguientes requisitos: 
• Que hayan declarado esos hechos ante la Procuraduría General de la Nación, la 
Defensoría del Pueblo, las Personerías Municipales o Distritales, o cualquier 
despacho judicial de acuerdo con el procedimiento de recepción de cada entidad, 
y 
• Que además, remitan para su inscripción copia de la declaración de los hechos 
de que trata el numeral anterior a la Dirección General Unidad Administrativa 
Especial para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior, o a la oficina que 
esta entidad designe a nivel departamental, distrital o municipal. 
Parágrafo. Cuando se establezca que los hechos declarados por quien alega la 
condición de desplazado no son ciertos, esta persona perderá todos los beneficios 
que otorga la presente ley, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 
Funciones RSS Decreto 2569 de 2000: Orientar, diseñar y capacitar a los miembros 
del Sistema, en los procedimientos para obtener la declaración de que trata el 
numeral 1 del Art. 32 de la Ley 387 de 1997 y establecer, alimentar y mantener 
actualizado el Registro Unico de Población Desplazada. 
Decreto 2569 de 2000 art 2° El Gobierno Nacional a través de la Dirección General 
para los Derechos Humanos del Ministerio del Interior o la entidad que esta delegue, 
declarará que se encuentra en condición de desplazamiento aquella persona 
desplazada que solicite tal reconocimiento mediante el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el Art. 32 
de la Ley 387 de 1997, a saber: 
• Declarar esos hechos ante la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría 
del Pueblo, las personerías municipales o distritales o cualquier despacho judicial, 
y 
• Solicitar que se remita para su inscripción a la Dirección General para los 
Derechos Humanos del Ministerio del Interior o a la oficina que ésta designe a 
nivel departamental, distrital o municipal copia de la declaración de los hechos de 
que trata el numeral anterior. 
• LEY 418 DE 1997 
Objeto: Dotar al Estado colombiano de instrumentos eficaces para asegurar la 
vigencia del Estado Social y Democrático de Derecho y garantizar la plenitud de los 
derechos y libertades fundamentales reconocidos en la Constitución Política y/o los 
Tratados Internacionales aprobados por Colombia. 
Fecha: 26 de diciembre de 1997 
Finalidad Art. 3° Ley 418 de 1997. El establecimiento de un orden social justo que 
asegure la convivencia pacífica, la protección de los derechos y libertades de los 
individuos y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados, 
tendientes a lograr condiciones de igualdad real y a proveer a todos de las mismas 
oportunidades para su adecuado desenvolvimiento, el de su familia y su grupo social. 
• DECRETO 173 DE 1998 
Objeto: "Por el cual se adopta el Plan Nacional para la Atención Integral a la 
Población Desplazada por la Violencia. (reglamentación del Art. 9° de la ley 387 de 
1997: Diseño del Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada 
por la Violencia )" 
Fecha: 26 de enero de 1998 
• DECRETO 489 DE 1999 
Fecha: 11 de marzo de 1999 
Art. 1°. Asignar a la Red de Solidaridad Social Entidad adscrita al Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República, las actuaciones y funciones que 
realizaba la Consejería Presidencial para la Atención de la Población Desplazada por 
la Violencia. 
• DECRETO 2569 De 2000 
Objeto: "Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 387 de 1997 y se dictan otras 
disposiciones" 
LA RED DE SOLIDARIDAD SOCIAL 
ART. 1 o. Decreto 2569 de 2000 ATRIBUCIONES DE LA RED DE SOLIDARIDAD 
SOCIAL. La Red de Solidaridad Social como entidad coordinadora del Sistema 
Nacional de Información y Atención Integral a la Población Desplazada por la 
Violencia desarrollara las siguientes actividades: 
Funciones Decreto 2569 de 2000: 
• Orientar, diseñar y capacitar a los miembros del Sistema, en los procedimientos 
para obtener la declaración de que trata el numeral 1 del Art. 32 de la Ley 387 de 
1997 y establecer, alimentar y mantener actualizado el Registro Unico de 
Población Desplazada. 
• Promover entre las entidades estatales que integran el Sistema Nacional de 
Atención para la Población Desplazada, el diseño y la elaboración de programas 
y proyectos encaminados a prevenir y brindar atención integral a los afectados 
por el desplazamiento. 
• Diseñar y poner en ejecución en nombre del Gobierno Nacional, el plan 
estratégico para el manejo del desplazamiento interno por el conflicto armado. 
• Determinar en coordinación con el Departamento Nacional de Planeación, los 
indicadores sociales y económicos que permitan el seguimiento y evaluación de 
los resultados generales de los programas de atención a la población desplazada 
por la violencia, y el desempeño particular de las actividades que emprendan las 
entidades que conforman el sistema. 
• Promover y coordinar la adopción por parte de las autoridades nacionales y 
locales de medidas humanitarias, de manera tal que se brinde oportunamente 
atención humanitaria de emergencia, protección y condiciones de estabilización y 
consolidación a la población desplazada. 
• Promover en nombre del Gobierno Nacional, la creación de Comités Municipales, 
Distritales y Departamentales para la Atención Integral a la Población Desplazada 
por la Violencia y asistir a las sesiones de dichos Comités para coordinar la 
ejecución de las acciones y/o prestar apoyo técnico en cualquiera de las áreas de 
intervención de los mismos. 
• Propiciar la concertación entre las autoridades de nivel Nacional, Departamental, 
Distrital y Municipal para la ejecución de las medidas sociales, económicas, 
jurídicas, políticas y de seguridad que adopte el Gobierno Nacional para la 
prevención y superación del desplazamiento. 
• Coordinar en nombre del Gobierno Nacional, la adopción de medidas para 
posibilitar el retorno voluntario a la zona de origen o la reubicación de la población 
desplazada. 
• Promover la coordinación entre las entidades estatales de cualquier orden y las 
organizaciones no gubernamentales nacionales e internacionales que adelanten, 
financien o ejecuten programas o proyectos dirigidos a la población desplazada 
por la violencia, así como promover las actividades de cogestión. 
• Promover con entidades públicas y privadas el establecimiento de una red 
nacional para la atención humanitaria integral de emergencia, conformada por 
campamentos móviles para alojamiento de emergencia, centros de alojamiento 
transitorio y unidades de atención y orientación en las ciudades medianas y 
grandes. 
DEL REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA ART. 4° decreto 2569 de 
2000 .. Créase el Registro Unico de Población Desplazada, en el cual se efectuará la 
inscripción de la declaración a que se refiere el Art. 2° del presente decreto. 
El Registro se constituirá en una herramienta técnica, que busca identificar a la 
población afectada por el desplazamiento y sus características y tiene como finalidad 
mantener información actualizada de la población atendida y realizar el seguimiento 
de los servicios que el Estado presta a la población desplazada por la violencia. 
ENTIDAD RESPONSABLE DEL MANEJO DEL REGISTRO UNICO DE 
POBLACION DESPLAZADA. ART. 5° decreto 2569 de 2000. La Red de Solidaridad 
Social será la entidad responsable del manejo del Registro Unico de Población 
Desplazada. 
DECLARACION ART. 6o. decreto 2569 de 2000. La declaración de desplazado por 
quien alega su condición como tal, deberá surtirse de acuerdo con lo preceptuado en 
el Art. 32 de la Ley 387 de 1997.En la declaración se asentarán los generales de ley 
y además, entre otros datos, los siguientes: 
• Hechos y circunstancias que han determinado en el declarante su condición de 
desplazado, 
• Lugar del cual se ha visto impelido a desplazarse, 
• Profesión u oficio, 
• Actividad económica que realizaba y bienes y recursos patrimoniales que poseía 
antes del desplazamiento, 
• Razones para escoger el lugar actual de asentamiento. 
ENVIO DE LA DECLARACION PARA SU INSCRIPCION ART. 7° decreto 2569 de 
2000. La declaración mencionada deberá ser remitida en forma inmediata por la 
autoridad receptora, a la Dirección General para los Derechos Humanos del 
Ministerio del Interior o a la sede de la entidad en la que se haya delegado la 
inscripción de que trata el numeral 2 del Art. 32 de la ley 387 de 1997, en el 
respectivo Departamento. El incumplimiento de este mandato será objeto de 
investigación disciplinaria por el correspondiente órgano de control. 
VALORACION DE LA DECLARACION ART. 9° decreto 2569 de 2000. A partir del 
día siguiente a la fecha del recibo en la sede de la entidad en la que se haya 
delegado la inscripción, esta entidad dispondrá de un término máximo de 15 días 
hábiles, para valorar la información de que disponga junto con la declaración, a 
efecto de realizar la inscripción o no en el registro de quien alega la condición de 
desplazado. 
ART. 10° decreto 2569 de 2000. INSCRIPCION EN EL REGISTRO UNICO DE 
POBLACION DESPLAZADA. En caso de proceder la inscripción en el Registro 
Unico, se entenderá surtida la notificación del acto de registro de la condición de 
desplazado, en la fecha en que se hubiere inscrito, al tenor del Art. 44 del Código 
Contencioso Administrativo. De tal decisión se dará aviso al interesado. 
DE LA NO INSCRIPCION ART. 11° decreto 2569 de 2000 ... La entidad en la que se 
haya delegado la inscripción, no efectuará la inscripción en el registro de quien 
solicita la condición de desplazado, en los siguientes casos: 
• Cuando la declaración resulte contraria a la verdad. 
• Cuando existan razones objetivas y fundadas para concluir que de la misma no 
se deduce la existencia de las circunstancias de hecho previstas en el Art. 1 o de 
la Ley 387 de 1997. 
• Cuando el interesado efectúe la declaración y solicite la inscripción en el Registro 
después de un (1) año de acaecidas las circunstancias descritas en el Art. 1° de 
la Ley 387 de 1997. 
• En tales eventos, se expedirá un acto en el que se señalen las razones que 
asisten a dicha entidad para tal determinación, el cual deberá ser notificado al 
afectado. Contra dicho acto proceden los recursos de Ley y la decisión que los 
resuelva agota la vía gubernativa. 
DESPLAZAMIENTOS MASIVOS ART. 12° decreto 2569 de 2000. Se entiende por 
desplazamiento masivo, el desplazamiento conjunto de diez (10) o más hogares, o 
de cincuenta (50) o más personas. 
Se entiende por hogar, el grupo de personas, parientes, o no, que viven bajo un 
mismo techo, comparten los alimentos y han sido afectadas por el desplazamiento 
forzado por la violencia. 
INSCRIPCION EN EL REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA EN 
CASO DE DESPLAZAMIENTOS MASIVOS ART. 13o .. Cuando se produzcan 
desplazamientos masivos, el Comité Municipal, Distrital, las autoridades municipales 
y el Ministerio Público, tanto de la zona expulsora como de la receptora de la 
población desplazada, actuarán en forma unida para establecer la identificación y 
cuantificación de las personas que conformaron el desplazamiento masivo y 
efectuarán una declaración sobre los hechos que originaron el desplazamiento del 
grupo. 
La declaración y la información recolectada deberán ser enviadas de manera 
inmediata y por el medio más eficaz, para su inscripción en el Registro Unico de 
Población Desplazada, a la sede de la entidad en la que se haya delegado la 
inscripción, del respectivo departamento. El incumplimiento de este mandato será 
objeto de investigación disciplinaria por el respectivo órgano de control. 
PARAGRAFO. El trámite previsto en este Art. exime a las personas que conforman el 
desplazamiento masivo de rendir una declaración individual para solicitar su 
inscripción en el Registro Unico de Población Desplazada. 
EXCLUSION DEL REGISTRO UNICO DE POBLACION DESPLAZADA.ART. 14° 
decreto 2569 de 2000. La exclusión del Registro Unico de Población Desplazada, y 
en consecuencia, la pérdida de los beneficios establecidos en la Ley 387 de 1997, a 
favor de la población desplazada, procede cuando: 
• Se establezca que los hechos declarados por quien alega la condición de 
desplazado no son ciertos, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya 
lugar. 
• Cuando a juicio de la entidad en la que se haya delegado la inscripción, de 
acuerdo con el parágrafo del Art. 18 de la Ley 387 de 1997, se demuestre la falta 
de cooperación o la reiterada renuencia del desplazado para participar en los 
programas y acciones que con ocasión del mejoramiento, restablecimiento, 
consolidación y estabilización de su situación, desarrolle el Estado. 
• Cese la condición de desplazado. 
PARAGRAFO. La exclusión del Registro Unico de Población Desplazada, se 
realizará a través de acto motivado e implica la revocatoria de la decisión tomada en 
el acto anterior mediante el cual se decidió la inclusión en el Registro. Esta decisión 
se notificará al afectado, y es susceptible de los recursos de Ley. La decisión de los 
recursos agota la vía gubernativa. 
DE LA CONFIDENCIALIDAD DEL REGISTRO UNICO DE POBLACION 
DESPLAZADA ART. 15° decreto 2569 de 2000 .. Con el fin de proteger el derecho a 
la vida, a la intimidad, a la honra y bienes de los inscritos, la información contenida 
en el Registro Unico de Población Desplazada es confidencial. 
De manera excepcional dicha información podrá ser conocida por el INCORA, el 
Banco Agrario, el INURBE, el ICBF y las entidades estatales que prestan atención en 
salud y educación, para efectos de identificar a la población desplazada beneficiaria 
de los programas de tierras, vivienda, salud y educación. 
Estas entidades podrán acceder a la información, previa solicitud formulada ante la 
Dirección General de la Red de Solidaridad Social , y la suscripción de un acta de 
compromiso, en la que justifiquen el uso y destino de la información, garantizando su 
confidencialidad . 
EFECTOS DE LA DECLARACION E INSCRIPCION 
ART. 16° decreto 2569 de 2000. AYUDA INMEDIATA. Una vez recibida en la sede 
de la entidad en la que se haya delegado la inscripción la declaración enviada por la 
autoridad receptora de la misma, la persona que solicita el reconocimiento de su 
condición de desplazado por el solo hecho de haber efectuado la declaración dentro 
del término anteriormente señalado, tendrá derecho a acceder a los beneficios 
establecidos en la Ley 387 de 1997, de acuerdo a la disponibilidad presupuesta!, 
para la atención humanitaria de emergencia, proporcionada como ayuda inmediata y 
hasta el momento en el cual se expida el acto que decida sobre la inscripción en el 
registro. 
JURISPRUDENCIA 
Sentencia T -1635/00 
TEMA: ACCION DE TUTELA- Reubicación de desplazados en termino de un mes 
REFERENCIA: expediente T-328502 
PARTES: Defensor del Pueblo, Regional de Bogotá, contra la Red de Solidaridad 
Social. 
MAGISTRADO PONENTE: 
Dr. JOSÉ GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO 
LUGAR Y FECHA: Bogotá, D.C., veintisiete (27) de noviembre de dos mil (2000). 
CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
Para esta Sala, aparece como incontrovertible no solamente la procedencia de la 
acción de tutela sino la necesidad urgente de conceder la protección de manera 
integral, con miras a obtener que sin más dilaciones y aplicando los principios 
constitucionales de respeto a la dignidad humana, solidaridad y prevalencia del 
interés general (artículo 1 C.P.), igualdad, eficiencia, celeridad y eficacia (artículo 209 
C.P.), así como el de prevalencia del Derecho sustancial (art. 228 C.P.) y los 
postulados básicos del Estado Social de Derecho (artículo 1 C.P.), se llegue a una 
solución definitiva del problema planteado, mediante la reubicación de las 
personas y familias que ocupan la sede de la institución humanitaria, el 
consiguiente despeje pacífico de la misma y la atención de las necesidades de 
alimentación, trabajo, vestuario y salud de los desplazados, además de la 
educación de los menores que forman parte del grupo ocupante. 
La Corte Constitucional debe reiterar en esta ocasión lo dicho por su Sala Plena en la 
Sentencia SU-1150 del 30 de agosto de 2000 (Magistrado Ponente: Dr. Eduardo 
Cifuentes Muñoz). 
Mediante dicha providencia -cabe recordarlo- se dispuso que, en general, en relación 
con los desplazados por la violencia , el Presidente de la República debía iniciar en 
un término no mayor de tres meses, contados a partir de la notificación de aquélla, 
las gestiones necesarias para garantizarle a las personas y familias que allí fueron 
objeto de protección el derecho al albergue temporal y su inclusión en los programas 
existentes referidos a la población desplazada. Se dispuso que tales gestiones 
finalizaran a más tardar dentro de los seis meses siguientes a la notificación de la 
Sentencia. 
En el caso al que se refiere la presente acción de tutela, que se ve agravado no 
solamente por el desplazamiento en sí mismo -que de suyo amerita la protección 
estatal, como acaba de verse- sino por el hacinamiento y por las deplorables 
condiciones en que se encuentran los ocupantes de la sede de la Cruz Roja, según 
lo probado, no puede otorgarse al Ejecutivo un plazo tan amplio como el previsto en 
el aludido Fallo de unificación, dada la urgencia y apremio que la situación impone. 
Además, la Corte debe dejar en claro que esta tutela se concede pese a que la 
ocupación en referencia ha tenido lugar por una actuación de hecho de los 
desplazados -que se explica pero no se justifica, y que no debe ser prohijada ni 
aceptada para eventos futuros-, únicamente en consideración a las características 
que hoy, después de varios meses, presenta el fenómeno, con el innegable y grave 
compromiso de los derechos fundamentales de numerosos niños, quienes se han 
constituido en las principales víctimas del conflicto armado, del desplazamiento y de 
la ocupación misma, no propiciada por ellos sino por los mayores. 
Siguiendo la misma línea jurisprudencia! trazada en la Sentencia SU-1150 de 2000, 
la Corte entiende que la primordial responsabilidad en cuanto a la solución del 
caso corresponde al Presidente de la República, de quien depende la Red de 
Solidaridad y quien debe coordinar a las demás agencias estatales encargadas 
de los distintos aspectos relativos al tema, por lo cual la orden en que consiste 
la tutela se impartirá principalmente al Jefe del Estado, aunque también serán 
cobijados por ella, además del Director de la Red de Solidaridad Social, los 
ministros del Interior, de Educación, de Salud, de Trabajo y de Hacienda, bajo 
la vigilancia del Procurador General de la Nación. El Defensor del Pueblo, por 
su parte, deberá velar por la divulgación y promoción de los derechos de los 
desplazados ocupantes, y establecerá contacto permanente con las agencias 
estatales que indique el Presidente de la República, para que éste, en un 
término no superior de treinta (30) días, contados a partir de la notificación de 
esta Sentencia, imparta solución definitiva al conflicto creado. 
DECISION 
RESUELVE: 
Primero.- MODIFICAR los fallos de instancia proferidos en el asunto de la referencia, 
al resolver sobre la acción de tutela incoada contra la Red de Solidaridad Social por 
el Defensor del Pueblo, Regional Bogotá, en nombre de las personas desplazadas 
que ocupan las instalaciones de la Cruz Roja Internacional en esta ciudad, en el 
siguiente sentido: 
a) Se CONCEDE la tutela impetrada, a favor de las personas a cuyo nombre actuó el 
Defensor del Pueblo, Regional Bogotá, que se encuentran mencionadas en la lista 
anexa, que hace parte del presente Fallo ; 
b) Se DECLARA que, en razón de la om1s1on de las autoridades públicas 
competentes, han sido afectados los derechos constitucionales a la vida, en 
condiciones de dignidad, a la salud en conexión con ella , a la integridad personal, a 
la libre circulación dentro del territorio, a la igualdad real y efectiva, a una vivienda 
digna, al trabajo, y a la educación, particularmente en el caso de los niños. 
e) ORDENASE al Presidente de la República -a quien corresponde la coordinación 
de las acciones indispensables en este caso- y a los ministros del Interior, de 
Hacienda y Crédito Público, de Salud, de Educación, de Trabajo y Seguridad Social, 
y al Director de la Red de Solidaridad Social que, dentro de la órbita de sus 
respectivas competencias, inicien, a más tardar dentro de las cuarenta y ocho (48) 
horas siguientes a la notificación de esta Sentencia, las gestiones tendientes a lograr, 
en un plazo máximo de treinta (30) días comunes a partir de dicha notificación, 
la solución definitiva y eficaz de la situación creada por la ocupación de las 
instalaciones de la sede del Comité Internacional de la Cruz Roja en la ciudad 
de Bogotá, por parte de personas y familias desplazadas por el conflicto 
armado, de tal manera que se produzca su reubicación, el consiguiente despeje 
pacífico de la sede de la institución humanitaria y -mientras permanezcan las 
circunstancias propias del desplazamiento- la atención de las necesidades de 
alimentación, trabajo, vestuario, salud y vivienda de los desplazados, además 
de la educación de los menores que forman parte del grupo ocupante. 
d) El Gobierno Nacional deberá asegurar a los peticionarios que aún permanecen en 
las instalaciones del CICR y que tuvieren la calidad de "desplazados" en los términos 
de la ley, un albergue temporal y su inclusión en los programas para 
desplazados con los consiguientes beneficios. Por su parte los peticionarios 
deberán asumir una actitud de buena voluntad en aras de lograr la solución de 
su precaria situación actual. 
Segundo.- Corresponde al Procurador General de la Nación la vigilancia sobre 
el cumplimiento estricto de lo aquí ordenado y al Defensor del Pueblo la tarea 
de velar por la divulgación y promoción de los derechos de los desplazados, y 
en especial de lo consignado en el presente fallo. 
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